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Alteración a la Paz 
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Soroeta Kodesh y el Juez Rodríguez Flores 

  
Soroeta Kodesh, Jueza Ponente  

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de abril de 2021. 

Mediante un recurso de certiorari presentado el 6 de abril de 

2021, comparece el Sr. Pedro Ortiz Horrach (en adelante, el 

peticionario).  Nos solicita que revoquemos una “determinación de 

llevar a cabo una vista de Regla 6 en Alzada luego de haber 

transcurrido 67 días de la determinación de no causa en la vista de 

Regla 6 celebrada el 19 de enero de 2021”1 (sic) emitida 

alegadamente el 26 de marzo de 2021, por el Tribunal de Primera 

Instancia (en adelante, TPI), Sala de Mayagüez.  Además, el 

peticionario acompañó la presentación del recurso de certiorari con 

una Moción en Auxilio de Jurisdicción.  En síntesis, solicitó la 

paralización de la continuación de la vista de Regla 6 en alzada 

pautada para continuar el 9 de abril de 2021. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

desestimamos el recurso de certiorari por falta de jurisdicción.  

Asimismo, se declara No Ha Lugar la solicitud de paralización.   

 
1 Véase, recurso de certiorari, pág. 2. 
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I. 

 Por hechos presuntamente ocurridos el 20 de mayo de 2020, 

el Ministerio Público presentó tres (3) Denuncias en contra del 

peticionario por infracción a los Artículos 108 (agresión simple), 177 

(amenaza) y 241 (alteración a la paz) del Código Penal de Puerto Rico, 

33 LPRA secs. 5161, 5243 y 5331.  En síntesis, se le imputó emplear 

fuerza o violencia para causarle daño corporal al Sr. José Raúl 

Vázquez Rosario, advertirle a este “me las vas a pagar donde quiera 

que te vea”, y alterar la tranquilidad y la paz del querellante en su 

lugar de trabajo. 

 El 19 de enero de 2021, el foro primario celebró la 

correspondiente vista de Regla 6 y no encontró causa probable para 

encausar al peticionario.  No conteste con la anterior determinación, 

el 18 de febrero de 2021, el Ministerio Público presentó una solicitud 

de vista de Regla 6 en alzada. 

 Así pues, el 19 de febrero de 2021, el foro recurrido señaló la 

vista de Regla 6 en alzada para el 19 de marzo de 2021.  Ese mismo 

día, 19 de marzo de 2021, el Hon. Efraín De Jesús se inhibió de 

atender la vista por motivo de los lazos de amistad y profesionales 

que lo unen al representante legal del peticionario.  A tenor con lo 

alegado por el peticionario en el recurso que nos ocupa, otros Jueces 

se inhibieron y no había un magistrado disponible para celebrar la 

vista en esa fecha.2  A raíz de lo anterior, la vista en alzada fue 

reseñalada para el 26 de marzo de 2021.  En igual fecha, 19 de 

marzo de 2021, el peticionario incoó una Moción de Desestimación.  

 
2 No pasa por inadvertido que el peticionario es guardia municipal del Municipio 

de San Germán, municipio adscrito a la Región Judicial de Mayagüez, y que su 

representante legal es un notorio abogado en la Región Judicial de Mayagüez, 

según reseñado recientemente en la prensa local y de lo cual tomamos 

conocimiento judicial.  Ante estas dos (2) situaciones, no resulta extraña la 
alegada inhibición de los magistrados, a la cual aduce el propio peticionario en su 

escrito, para celebrar la vista de Regla 6 en alzada el 19 de marzo de 2020.  No 

obstante, el peticionario no anejó resolución de inhibición alguna.   



 
 

 
KLCE202100406 

    

 

3 

En esencia, alegó que no fue notificado de la solicitud de la vista de 

Regla 6 en alzada y no tenía conocimiento de quién solicitó la vista. 

 El 26 de marzo de 2021, comenzó la vista de Regla 6 en alzada.  

En el recurso de epígrafe, el peticionario aduce que se opuso a la 

celebración de la vista por infracción al término de sesenta (60) días 

para celebrarla.  La continuación de la vista fue pautada para el 9 

de abril de 2021.   

Igualmente, el 26 de marzo de 2021, notificada el 30 de marzo 

de 2021, el foro a quo dictó una Resolución en la que denegó la 

solicitud de desestimación interpuesta por el peticionario el 19 de 

marzo de 2021, en cuanto a la falta de notificación de la solicitud de 

vista de Regla 6 en alzada.  El foro de instancia determinó lo 

siguiente: “No Ha Lugar.  Se solicitó por el Ministerio Público el 18 

de febrero de 2021 y se ordenó por el Juez William Machado la 

citación de Regla 6 en alzada el 19 de febrero de 2021.” 

 Así las cosas, el 6 de abril de 2021, el peticionario incoó el 

recurso de certiorari en el que adujo que el foro recurrido cometió 

tres (3) errores, a saber: 

Erró el Tribunal al permitir que se comenzara a atender 
una vista de Regla 6 en alzada luego de haber 

transcurrido 67 días de la determinación de no causa 
en la Regla 6. 

 
Erró el TPI al comenzar una vista a pesar de que 
oportunamente habíamos pedido la regrabación de los 

procedimientos y el tribunal aún no había provisto 
dicha regrabación. 

 
(a) Erró el Tribunal al determinar que escuchó en la 
grabación que el Honorable Efraín De Jesús determinó 

que había justa causa para celebrar la vista el 26 de 
marzo.  (b) Que el TPI escuchó que el Honorable Efraín 
De Jesús había determinado que los abogados se 

habían allanado a la vista del 26 de marzo y que por lo 
tanto se había renunciado a término. 

 

 El peticionario acompañó el recurso de epígrafe con una 

Moción en Auxilio de Jurisdicción.  En síntesis, solicitó la paralización 

de los procedimientos ante el foro primario, en particular, la vista 

en alzada señalada para el viernes, 9 de abril de 2021.   
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 En atención al tracto procesal antes reseñado, exponemos el 

derecho aplicable al recurso que nos ocupa. 

II. 

Como cuestión de umbral, sabido es que ante la situación en 

la que un tribunal carece de autoridad para atender un recurso, 

solamente procede decretar la desestimación del caso ante su 

consideración.  Lozada Sánchez et al. v. JCA, 184 DPR 898, 909 

(2011).  “Las cuestiones de jurisdicción por ser privilegiadas deben 

ser resueltas con preferencia, y de carecer un tribunal de 

jurisdicción lo único que puede hacer es así declararlo”.  Autoridad 

Sobre Hogares v. Sagastivelza, 71 DPR 436, 439 (1950); véanse, 

además, Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 DPR 216, 222 (2007); 

Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003).  

Al hacer esta determinación, debe desestimarse la reclamación “sin 

entrar en los méritos de la cuestión ante sí”.  González Santos v. 

Bourns P.R., Inc., 125 DPR 48, 63 (1989).  En consecuencia, la 

ausencia de jurisdicción es insubsanable.  S.L.G. Solá-Moreno v. 

Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 683 (2011); Vázquez v. A.R.P.E., 128 

DPR 513, 537 (1991). 

Además, cabe destacar que “[la] jurisdicción es el poder o 

autoridad de un tribunal para considerar y decidir casos y 

controversias”.  S.L.G. Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, supra, a la 

pág. 682; Asoc. Punta Las Marías v. A.R.PE., 170 DPR 253, 263 n. 3 

(2007).  En particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

enfatizado consistentemente que la falta de jurisdicción “trae 

consigo las consecuencias siguientes: (1) no es susceptible de ser 

subsanada; (2) las partes no pueden voluntariamente conferírsela a 

un tribunal como tampoco puede éste arrogársela; (3) conlleva la 

nulidad de los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales el 

ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción; (5) impone a 

los tribunales apelativos el deber de examinar la jurisdicción del foro 



 
 

 
KLCE202100406 

    

 

5 

de donde procede el recurso, y (6) puede presentarse en cualquier 

etapa del procedimiento, a instancia de las partes o por el tribunal 

motu proprio”.  González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848, 

855 (2009), citando a Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 

314, 326 (1997). 

Por consiguiente, un tribunal que carece de jurisdicción 

únicamente tiene jurisdicción para así declararlo y desestimar el 

caso.  Moreno González v. Coop. Ahorro Añasco, 177 DPR 854, 859-

860 (2010); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 

(2007).  A tenor con lo anterior, les corresponde a los tribunales ser 

los guardianes de su jurisdicción, independientemente de que la 

cuestión haya sido planteada anteriormente o no.  Moreno González 

v. Coop. Ahorro Añasco, supra, a la pág. 859; S.L.G. Szendrey-Ramos 

v. F. Castillo, supra. 

 A la luz de los principios enunciados, auscultamos si tenemos 

jurisdicción para entender en los méritos del recurso ante nos. 

III. 

 Luego de un examen detenido del recurso de certiorari resulta 

forzoso concluir que el mismo incumple crasamente con varios 

requisitos del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, de tal forma que nos impide considerarlo en los méritos.  De 

entrada, el peticionario no incluyó la Resolución u Orden que 

interesa revisar y que nos permita determinar nuestra jurisdicción 

apelativa.  A pesar de que el peticionario solicita la revisión de un 

dictamen de 26 de marzo de 2021, que ordenó la celebración de la 

Regla 6 en alzada para el 9 de abril de 2021, lo cierto es que no obra 

en autos el aludido dictamen.   

A tales efectos, cabe señalar que el Apéndice del recurso de 

epígrafe está incompleto, y únicamente contiene las Denuncias con 

la determinación de no causa para arresto bajo la Regla 6 de 

Procedimiento Criminal.  Asimismo, el peticionario no presentó una 
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regrabación de los procedimientos de la vista celebrada el 19 de 

marzo de 2021, ni de la vista celebrada el 26 de marzo de 2021, que 

nos permitiera determinar la existencia de una determinación 

escrita y debidamente notificada por el TPI que pudiéramos revisar.  

Ante la patente ausencia de documentos que nos permitan 

determinar nuestra jurisdicción, nos vimos en la obligación de 

solicitar documentos a la Secretaría del TPI de Mayagüez, los cuales 

fueron remitidos a la Secretaría de este Tribunal, e imprimir 

documentos habidos en el Sistema Integral de Apoyo a Tribunales 

(SIAT).  Aun así, no encontramos el dictamen al que el peticionario 

hizo alusión en su escrito y del cual solicita su revisión ante este 

Foro.  Por el contrario, la Resolución dictada el 26 de marzo de 2021 

y notificada el 30 de marzo de 2021, atiende una Moción de 

Desestimación presentada por el peticionario el 19 de marzo de 

2021, en la cual no hay mención o referencia alguna a la alegada 

infracción a los términos correspondientes para la celebración 

de la vista de Regla 6 en alzada en su argumentación, ni a la 

ausencia de justa causa para extender los plazos 

correspondientes.  En su petitorio de desestimación, el peticionario 

se limitó a plantear que no se le notificó la solicitud de la vista de 

Regla 6 en alzada y que desconocía quién la había solicitado.  En 

esta coyuntura, resulta imprescindible indicar que dicha vista de 

Regla 6 en alzada originalmente se solicitó y se pautó su celebración 

dentro del término de sesenta (60) días, es decir, el 19 de marzo de 

2021, según admitió el propio peticionario en su escrito.   

Además, no hay evidencia de que el peticionario esbozara su 

argumentación a la infracción de los términos de juicio rápido por 

escrito antes de recurrir a este Foro.  A esos efectos, reiteramos que 

el peticionario no acompañó regrabación alguna que nos permita 

constatar las alegaciones sobre el particular que pudiese haber 

hecho el peticionario durante el transcurso de las vistas celebradas 
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el 19 y 26 de marzo de 2021.  Tampoco consta que el foro recurrido 

se pronunciara por escrito en torno a la infracción de los 

términos de juicio rápido y que dicho pronunciamiento fuera 

debidamente notificado.  Lo anterior constituiría un dictamen 

revisable por este Foro.  Tal dictamen escrito del foro primario 

simplemente no existe en esta etapa de los procedimientos.  Por 

consiguiente, no encontramos, en este momento, un dictamen 

revisable que conste por escrito, debidamente firmado por un 

magistrado y notificado a las partes, que atienda los argumentos 

elaborados en la discusión de los errores planteados por el 

peticionario en el recurso ante nuestra consideración.   

En síntesis, el peticionario no nos ha puesto en condiciones 

de determinar si, de entrada, tenemos jurisdicción para acoger su 

recurso.  Tampoco incluye documentos que nos permitan evaluar 

los criterios establecidos por el Tribunal Supremo para analizar su 

petitorio en los méritos.3  Nuestra jurisdicción es de naturaleza 

apelativa, por lo tanto, si una persona acude a este Tribunal sin 

una decisión o adjudicación que podamos revisar, estamos 

impedidos de entrar en los méritos de su reclamo.  Ante esta 

situación nos vemos obligados a desestimar el recurso instado, toda 

vez que concluimos que carecemos de jurisdicción para atender el 

mismo. 

IV. 

En mérito de los fundamentos antes expresados, se desestima 

el recurso de epígrafe por falta de jurisdicción.  Cónsono con lo 

 
3 De todas maneras, la mera inobservancia del término dispuesto en el estatuto 

aplicable a la controversia argüida por el peticionario no necesariamente acarrea 

una violación al derecho a juicio rápido, ni conlleva la desestimación de la 

denuncia.  Pueblo v. Santa-Cruz, 149 DPR 223, 239-240 (1999).  La desestimación 

no debe concederse, sin antes realizar un análisis ponderado del balance de los 
criterios establecidos por el Tribunal Supremo y de la totalidad del expediente.  
Véase, Pueblo v. García Colón I, supra, 182 DPR 129, 143-144 (2011).  Por las 

razones previamente señaladas, desconocemos si lo anterior ha ocurrido en el 

caso de autos, toda vez que el peticionario no nos ha ilustrado al respecto. 
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anterior, se declara No Ha Lugar la Moción en Auxilio de Jurisdicción 

presentada por el peticionario. 

Notifíquese inmediatamente. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


